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Entidad originadora: 
Ministerio de las Culturas, las Artes y los Saberes  
Instituto Colombiano de Antropología e Historia (ICANH) 

Fecha (dd/mm/aa): 
Indique la fecha en que se presenta a Secretaría Jurídica de 
Presidencia 

Proyecto de 
Decreto/Resolución: 

Por medio del cual se modifica la Parte VI “Patrimonio arqueológico” del 
Libro 2 del Decreto Único Reglamentario del Sector Cultura 1080 de 2015 

 

1. ANTECEDENTES Y RAZONES DE OPORTUNIDAD Y CONVENIENCIA QUE JUSTIFICAN SU 
EXPEDICIÓN. 

 
El marco de referencia del patrimonio cultural y puntualmente del patrimonio arqueológico, se construye en 
coherencia con las premisas definidas por la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la 
Ciencia y la Cultura - UNESCO y el Consejo Internacional de Monumentos  - ICOMOS, y en particular, con 
las directrices de la Carta para la Protección y Manejo del Patrimonio Arqueológico (ICOMOS, 1990) en 
relación con la legislación, identificación, investigación, conservación y mantenimiento, divulgación, 
cualificación profesional, así como la responsabilidad pública colectiva de su protección1; lo cual es el soporte 
para que el Patrimonio Cultural de la Nación cuente con protección de alta jerarquía prevista en la 
normatividad colombiana. 
 
La Constitución Política de Colombia de 1991, la Ley 397 de 1997 -Ley General de Cultura- modificada y 
adicionada por la Ley 1185 de 2008 y el Decreto 1080 de 2015, Único Reglamentario del Sector Cultura, con 
varias modificaciones y particularmente en su título VI por el Decreto nacional 138 de 2019, hacen referencia  
al patrimonio de naturaleza arqueológica, constituyendo un avance en la unificación de la reglamentación que 
se encontraba vigente en su momento respecto del patrimonio arqueológico de la Nación (Decreto 833 de 
2002 y Decreto 763 de 2009). 
 
En términos generales, con el Decreto 138 de 2019, se realizaron ajustes y modificaciones sobre los 
siguientes aspectos del Régimen de protección del Patrimonio Arqueológico de la Nación: 
 

● Régimen legal  
● Registro y tenencia de bienes arqueológicos  
● Áreas Arqueológicas Protegidas  
● Autorizaciones de intervención sobre el patrimonio arqueológico  
● El Programa de Arqueología Preventiva  
● Régimen sancionatorio  
● Régimen de transición y vigencia.  

 
A pesar de que el Decreto 138 de 2019, reglamentó de manera detallada elementos valiosos para el régimen 
de protección del patrimonio arqueológico, al haber reemplazado todas las disposiciones reglamentarias 
compiladas en el Decreto Único Reglamentario 1080 de 2015, generó que una serie de elementos clave 
desaparecieran del ordenamiento jurídico. Por ejemplo: definiciones contenidas en el artículo 1 del Decreto 
833 de 2002, entre las que se encontraban: Numeral 10 “Plan de manejo arqueológico” (definición en sentido 
amplio de este instrumento, aplicable a cualquier ámbito y no solo a las Áreas Arqueológicas Protegidas como 
ocurre actualmente); y Numeral 11. “Profesionales acreditados en materia arqueológica” (delimita qué tipo de 
profesionales son considerados apropiados para intervenir el patrimonio arqueológico). Además, aspectos 

 
1. - Grupo de Patrimonio Arqueológico y Antropológico, Instituto Colombiano de Antropología e Historia -ICANH-, Lineamientos 

para la Declaratoria de Áreas Arqueológicas Protegidas en Colombia, 2021. 
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señalados por el Decreto 763 de 2009, como en su artículo 55 que señala la facultad de “registrar o acreditar 
los profesionales que podrán realizar las intervenciones respectivas”, o también lo contenido por el parágrafo 
2 del artículo 56 del mismo decreto, que ordena considerar a los “parques arqueológicos nacionales” como 
Áreas Arqueológicas Protegidas, elemento que resulta de especial relevancia para las funciones misionales 
que actualmente desarrolla el Instituto.    
 
Análisis de las condiciones actuales frente a los trámites relacionados con el régimen de protección 
del patrimonio arqueológico - ICANH. 
 
Con las modificaciones introducidas al Decreto 1080 de 2015, por mandato del Decreto 138 de 2019, los 

Programas de Arqueología Preventiva - PAP, se han desarrollado a través de dos mecanismos, los 

Programas de Arqueología Preventiva propiamente dichos, y las Autorizaciones de Intervención Arqueológica 

- AIA, que es el trámite que se venía realizando antes de la entrada en vigencia de las referidas 

modificaciones. Estos programas de arqueología preventiva, en ambas modalidades, se encuentran 

distribuidos en todo el territorio nacional y cada uno de ellos supone una gran cantidad de trámites debido a 

sus cinco fases: i) Registro, ii) Diagnóstico y prospección, iii) Aprobación del Plan de Manejo Arqueológico, 

iv) Implementación del Plan de Manejo Arqueológico, v) Arqueología pública. y la necesidad permanente de 

seguimiento, que de manera obligatoria deben ser respondidos por el ICANH para garantizar su desarrollo.  

 

En la Tabla 1 se presenta el modo en que el número de trámites asociados a los Programas de Arqueología 

Preventiva - PAP desde 2019, han ido aumentando de manera significativa y la modalidad de Autorización 

de Intervención Arqueológica - AIA ha ido disminuyendo. Esto tiene que ver con la implementación del nuevo 

esquema que obliga a los titulares a desarrollar estos programas según lo establecido en el Decreto 138 de 

2019. A pesar de lo anterior, la tendencia revela que los trámites irán en aumento, pues en 2019 el ICANH 

recibió 5.223 solicitudes, mientras que en 2023 recibió 8.716.   

 
Tabla 1. Trámites asociados a Programas de Arqueología Preventiva 

Fuente: Elaboración propia del ICANH2 

Número de solicitudes tramitadas   

  2019 2020 2021 2022 2023  
Autorizaciones 
de 
Intervención 
Arqueológica 3.507 1.627 899 688 505 

Programas de 
Arqueología 
Preventiva 5 1.781 3.255 3.823 3.564 
Conceptos 
Técnicos y 
otras 
solicitudes 1.711 3.389 3.373 4.190 4.647 

Total 5.223 6.797 7.527 8.701 8716 

 
2 Memorando interno ICANH 2024162000006921 del 29 de enero de 2024. 
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Figura 1. Incremento de los trámites asociados a los programas de arqueología preventiva 

Fuente: Elaboración propia del ICANH 

 

 
 

Para garantizar la operación que se requiere para resolver los 8.716 trámites anuales asociados a Programas 

de Arqueología Preventiva, el ICANH cuenta con 25 profesionales en arqueología y 5 apoyos técnicos 

administrativos3, que deben dar respuesta a estas solicitudes en los quince (15) días hábiles establecidos en 

el Decreto 138 de 2019 y cubrir el seguimiento en campo de los programas de arqueología preventiva.  

 

Lo anterior, con el fin de garantizar que las intervenciones autorizadas y la ejecución de los programas se 

estén realizando bajo los estándares de calidad, y según los lineamientos definidos en los términos de 

referencia que buscan garantizar la adecuada protección y gestión del patrimonio arqueológico de la Nación. 

Sin embargo, en la actualidad, es necesario fortalecer el seguimiento en campo a cada uno de los programas 

registrados, así como los recursos financieros, logísticos y administrativos para el efecto. 

 

Después de cinco años de aplicación del Decreto 138 de 2019, y de conformidad con las facultades y 

competencias otorgadas al ICANH mediante la Ley 397 de 1997,  existe la necesidad de complementar y 

ajustar la reglamentación del patrimonio arqueológico de la Nación, toda vez que, hay ciertos vacíos 

reglamentarios respecto de: (i) el registro de los profesionales autorizados para intervenir el patrimonio 

arqueológico, (ii) las obligaciones de los profesionales autorizados para intervenir el patrimonio, (iii) la 

definición de Plan de Manejo Arqueológico y Medidas de manejo, más allá de lo que señala el Decreto 138 

de 2019, para las Áreas Arqueológicas Protegidas, (iv) las responsabilidades de las entidades territoriales en 

cuanto a la adopción de las medidas establecidas en los Planes de Manejo Arqueológico y las demás medidas 

de manejo respecto del patrimonio arqueológico que defina o apruebe el ICANH como máxima autoridad en 

la materia, disposiciones las cuales gozan de prevalencia en la elaboración y actualización de los Planes de 

 
3 Ibidem 
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Ordenamiento Territorial, según lo establecido en el artículo 11 de la Ley 397 de 1997. (v) el deber de inscribir 

todo bien arqueológico en el registro de bienes integrantes del patrimonio arqueológico, (vi) las autorizaciones 

de intervención arqueológica, (vii) el régimen sancionatorio, (viii) la ampliación de términos de respuesta para 

los trámites del Instituto en materia arqueológica, y finalmente el régimen de las áreas arqueológicas 

protegidas y los parques arqueológicos nacionales.  

 

I) Obligaciones de los profesionales autorizados para intervenir el patrimonio 

 

Se presenta la problemática de que los profesionales autorizados para realizar intervenciones están 
incurriendo en incumplimientos al momento de implementar las medidas de manejo arqueológico aprobadas 
por el Instituto y no están entregando los informes finales de las intervenciones, por lo que es necesario 
complementar las obligaciones de los profesionales actualmente establecidos.  
 

Sobre este asunto se plantea dar continuidad a las obligaciones que fueron señaladas por el artículo 2.6.4.4. 

del Decreto 138 de 2019; no obstante, el Instituto ha identificado la necesidad de fortalecer las exigencias 

que deben requerirse a los profesionales autorizados a intervenir el Patrimonio Arqueológico de la Nación, 

según el tipo de intervención de que se trate, de manera que se propone establecer un artículo que permita 

al ICANH desarrollar estas particularidades dentro de los lineamientos internos que debe establecer. 

 

II) Definición de Plan de Manejo Arqueológico y Medidas de manejo 

 

Según lo dispuesto por la Ley 397 de 1997, con las modificaciones o adiciones vigentes, las intervenciones 

del patrimonio arqueológico deberán realizarse de conformidad con lo establecido en los Planes de Manejo 

Arqueológico. La norma dispone: “La intervención de un bien de interés cultural del ámbito nacional deberá 

contar con la autorización del Ministerio de Cultura o el Archivo General de la Nación, según el caso. Para el 

patrimonio arqueológico, esta autorización compete al Instituto Colombiano de Antropología e Historia de 

conformidad con el Plan de Manejo Arqueológico.”. Pues bien, el Decreto 833 de 2002, en su artículo 1 

establecía una definición para esta figura en sentido amplio, léase: 

 

“10. Plan de manejo arqueológico. Concepto técnico de obligatoria atención emitido o aprobado por 

la autoridad competente respecto de específicos contextos arqueológicos, bienes muebles e 

inmuebles integrantes de dicho patrimonio o Áreas Arqueológicas Protegidas, mediante el cual se 

establecen oficiosamente o a solicitud de sus tenedores, los niveles permitidos de intervención, 

condiciones de manejo y planes de divulgación.” 

 

A través de este concepto se desarrolló el espíritu de la Ley 397 de 1997, en el sentido de indicar en qué 

instrumento se recogen las directrices que deben seguirse para la intervención del patrimonio arqueológico, 

de acuerdo con los criterios técnicos aprobados por la entidad competente sobre la materia. Obsérvese 

además que aquel concepto hacía referencia a las Áreas Arqueológicas Protegidas, pero no solo a ellas, 

pues se pronunciaba sobre los bienes muebles o inmuebles pertenecientes al patrimonio arqueológico de la 

Nación en sentido amplio, pues recordemos que no todo el patrimonio arqueológico de la Nación se encuentra 

vinculado a un Área Arqueológica Protegida.  
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En ese sentido, resultó necesario retomar una definición amplia de Plan de Manejo Arqueológico - PMA, dado 

que, es el instrumento que tiene el ICANH para establecer las medidas de manejo aplicables sobre cualquier 

bien o conjunto de bienes arqueológicos, con el objetivo de lograr una adecuada intervención sobre los 

mismos, pues su desconocimiento puede desencadenar en la afectación sobre el patrimonio arqueológico de 

la Nación. Actualmente, por cuenta de las modificaciones realizadas por el Decreto 138 de 2019 sobre el 

régimen jurídico del patrimonio arqueológico de la Nación, un PMA solo es mencionado tangencialmente 

frente algunos ámbitos de aplicación como lo pueden ser las Áreas Arqueológicas Protegidas (artículos 

2.6.3.2 y 2.6.3.4), o los Programas de Arqueología Preventiva (artículo 2.6.5.6); pero sin pronunciarse de 

fondo sobre los demás ámbitos que, en la práctica, tiene total aplicación, lo que resulta problemático toda vez 

que, como se indicó antes, a través del Plan de Manejo Arqueológico o de la aprobación de medidas de 

manejo (concepto que resulta equiparable, solo que para proyectos de menor envergadura), es que se tiene 

certeza de las actividades arqueológicas aprobadas por el Instituto para adelantar cualquier tipo intervención, 

lo que supone que su consulta y su adopción son indispensables para una adecuada intervención, enmarcada 

en estándares técnicos y científicos que garanticen la integridad de los bienes que deben ser intervenidos.  

 

III) Responsabilidades de las entidades territoriales 

 

A pesar de que existe un deber del Estado frente a la protección del Patrimonio Cultural de la Nación (Numeral 

5 del artículo 1 y artículo 2 de la Ley 397 de 1997), lo reglamentado por el Decreto 1080 de 2015, modificado 

por el Decreto 138 de 2019, con frecuencia resulta insuficiente para garantizar el apoyo de las entidades 

territoriales en cuanto a la protección del patrimonio arqueológico hallado en sus territorios. 

 

En la propuesta de decreto se fortalece lo relacionado con la responsabilidad activa que deben adelantar las 

entidades territoriales como representación del Estado en sus territorios, pues teniendo en cuenta que según 

la División Político Administrativa de Colombia -DIVIPOLA del DANE, la República de Colombia está 

organizada en 32 departamentos y 1102 municipios, resulta imposible administrativamente que el Instituto 

Colombiano de Antropología e Historia - ICANH, pueda hacerse cargo de la protección de la totalidad de 

hallazgos arqueológicos en el país, sin el apoyo de las autoridades locales.  

 

Lo novedoso de la iniciativa reglamentaria se encamina en hacer mucho más explícitas las responsabilidades 

sobre las cuales las entidades territoriales deben brindar apoyo al ICANH, en cuanto a la protección inmediata 

del patrimonio arqueológico de la Nación que se encuentre en sus circunscripciones, sin que ello, de ninguna 

manera implique que el ICANH ceda o delegue sus funciones misionales. Al respecto pueden consultarse los 

artículos 2.6.1.8 y 2.6.1.9 de la propuesta de decreto. 

 

IV) Deber de inscribir todo bien arqueológico en el registro de bienes integrantes del patrimonio 

arqueológico. Tenencias de bienes arqueológicos 

 

A la fecha no existe suficiente claridad respecto de la obligación de registrar todo bien arqueológico en el 

país; contando con la obligación de las entidades territoriales y del ICANH de llevar el registro y de remitir 

anualmente al Ministerio de las Culturas, las Artes y los Saberes, con el fin de que sean incorporados al 

Registro Nacional de Bienes de Interés Cultural. Igualmente, en el inciso 4 del artículo 6 de la Ley 397 de 
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1997 una disposición aproximada en relación con los tenedores que señala que “Los particulares tenedores 

de bienes arqueológicos deben registrarlos. La falta de registro en un término máximo de 5 años a partir de 

la vigencia de esta ley constituye causal de decomiso de conformidad con el Decreto 833 de 2002, sin 

perjuicio de las demás causales allí establecidas.” 

 

Este ajuste normativo permitirá darle claridad y respaldo normativo al hecho de que todo bien perteneciente 

al patrimonio arqueológico colombiano, debe estar debidamente inscrito en el Registro Nacional de Bienes 

Arqueológicos, so pena de las sanciones establecidas en la Ley.  

 

Actualmente se presenta la situación problemática en el momento de que los tenedores de bienes 

arqueológicos deciden no continuar con la tenencia, al dirigirse al ICANH para hacer el proceso de entrega o 

devolución de los materiales, lo cual, en aquellos casos en los cuales las cantidades de material son grandes 

(toneladas) el Instituto no cuenta con la infraestructura, ni los recursos necesarios para su conservación, 

manejo y seguridad, por lo cual mediante la presente propuesta se establece que el tenedor, antes de hacer 

entrega o devolución al ICANH tendrá la obligación de buscar otro tenedor que cumpla con las condiciones 

de la tenencia. 

 

Las colecciones arqueológicas a cargo del ICANH para el año 2023 superan las 34.925 piezas/lotes, que 
ocupan el 78,7% del área disponible en los espacios destinados por el Instituto para el almacenamiento, 
conservación y divulgación de las colecciones a su cargo4. Teniendo en cuenta que, la bodega localizada en 
el barrio Boyacá Real, de la localidad de Engativá de la ciudad de Bogotá D.C, cuenta con un área de 700 
m2 asignada para el almacenamiento de colecciones, de los cuales se están utilizando 500 m2 y en el espacio 
denominado Casita de Reservas ICANH - Museo Nacional que cuenta con un área total asignada de 240 m2, 
se está utilizando 200 m2 para almacenamiento y 40 m2 para áreas comunes, es decir, entre los dos 
espacios, tan solo quedan 200 m2 disponibles para almacenaje. 
 
V) Autorizaciones de intervención arqueológica. Fases de arqueología preventiva 
 
A la fecha existen sitios que a pesar de que han sido documentados con un alto potencial arqueológico por 
académicos del pasado, no existe fundamento normativo para exigir la implementación de Programas de 
Arqueología Preventiva porque los proyectos no requieren de licencia ambiental o Planes de manejo 
ambiental, lo cual pone en gran riesgo nuestro patrimonio nacional y la recuperación de la memoria, la 
identidad y la historia.  
 
En cuanto a las autorizaciones de Intervención sobre el patrimonio Arqueológico se presenta la problemática 
de que actualmente en el Decreto 1080 de 2015 (art. 2.6.4.2) solo existen cuatro tipos de intervenciones 
arqueológicas (intervenciones de investigación, arqueología preventiva, hallazgos fortuitos y conservación) y 
debido al avance científico e industrial se están presentando otros escenarios (autorizaciones para 
implementar medidas de manejo en sitios arqueológicos que no requieren de un Programa de Arqueología 
Preventiva e Intervenciones realizadas por profesionales de disciplinas diferentes a la arqueología quienes 
requieren realizar intervenciones científicas o cuyas preguntas de investigación implican toma de muestras y 
análisis) que no están regulados. 
 

 
4 ICANH 2024162000006921. Información Grupo de Arqueología ICANH del 29 de enero de 2024.  
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La propuesta de modificación precisa la reglamentación en el sentido de establecer que de conformidad con 
lo establecido en la Ley 397 de 1997 (artículo 11, núm. 2) La intervención del patrimonio arqueológico requiere 
previa autorización del ICANH. Igualmente, precisa que, en caso de realizar intervenciones sin autorización, 
se impondrán las sanciones respectivas de conformidad con la Ley. La propuesta también contempla la 
ampliación de las obligaciones de los profesionales autorizados para intervenir el patrimonio arqueológico. 
Así mismo se amplían los tipos de intervención, incluyendo las intervenciones científicas que realizan otros 
profesionales diferentes a los arqueólogos, y contempla el tipo de intervención del patrimonio arqueológico 
que se realiza en aquellos sitios arqueológicos que fueron previamente identificados pero que no 
corresponden a Áreas Arqueológicas Protegidas - AAP ni a Programas de Arqueología Preventiva - PAP.  
 
El ICANH expidió la Resolución 1337 de 2019, por la cual se adoptan los Términos de referencia para los 
Programas de Arqueología Preventiva, cuyo objetivo es establecer un documento técnico, como instrumento 
de obligatoria atención para llevar a cabo los Programas de Arqueología Preventiva en los términos previstos 
en la normativa vigente. No obstante, durante la implementación del procedimiento previsto en el Decreto 
138 de 2019, ha sido necesario realizar ajustes a los pasos y entregables que componen cada una de las 
cinco fases de los Programas de Arqueología Preventiva, lo cual supone una dificultad, pues estas fases 
están definidas en el Decreto.  
 
De esta manera, se propone modificar los artículos que versan sobre las fases de los Programas de 
Arqueología Preventiva para tener la posibilidad de actualizar y ajustar técnicamente cuando sea necesario 
las fases vía términos de referencia sin ir en contravía de lo previsto en el Decreto reglamentario. Se resalta 
que no existe la intención de eliminar o modificar las fases del Programa de Arqueología Preventiva, de tal 
manera que seguirán siendo las cinco (5) previstas en el Decreto 138 de 2019, a saber: Registro, diagnóstico 
y prospección, aprobación PMA, implementación PMA y arqueología pública, pero se prevé que en el futuro 
puedan ser ajustadas según las realidades técnicas e históricas de la materia. 
 
La adecuación normativa permite que el ICANH realice los ajustes técnicos necesarios para la 
implementación de cada una de ellas. Por ejemplo, desde la adopción de los términos de referencia en el año 
2021, se han identificado problemas con los procesos de migración de Autorizaciones de Intervención 
Arqueológica a Programas de Arqueología Preventiva o para la cesión de programas registrados o para el 
registro de un Programa de Arqueología Preventiva que cuenta con un Plan de Manejo Arqueológico 
previamente aprobado por el ICANH, por lo cual es necesario tener la posibilidad de aclarar y ajustar lo 
pertinente en los Términos de Referencia.5  
 
Los términos de referencia son documentos técnicos que sirven como instrumento de obligatoria atención 
para llevar a cabo los Programas de Arqueología Preventiva en los términos previstos en la normativa vigente, 
de tal manera que, deben tener la posibilidad de ser revisados y ajustados en pro de la mejoría de los trámites 
y procedimientos asociados al desarrollo de los programas registrados. De esta manera, para mitigar las 
problemáticas en la respuesta y estudio de los trámites, se requiere de un margen de maniobra que permita 
verificar y actuar en las respectivas actividades de mejora a realizar en los Términos de Referencia, así, 
generar acciones para mitigar posibles dificultades que pueden surgir de la implementación de los Programas 
de Arqueología Preventiva, así como, atender oportunamente los cambios que el avance tecnológico y 
científico pueda impactar en las solicitudes a cargo del Instituto Colombiano de Antropología e Historia 
ICANH. 
 
Por último, es necesario aclarar cuáles son los documentos que dan cumplimiento a lo establecido en la Ley 
1185 de 2008 en concordancia con el Decreto 1076 de 2015, en tanto actualmente, para las solicitudes de 

 
5 ICANH 2024162000006921. Información Grupo de Arqueología ICANH del 29 de enero de 2024. 
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licencias ambientales solo se encuentra como requisito el acto administrativo de registro del Programa de 
Arqueología Preventiva ante el ICANH. No obstante, hay casos en los cuales el concepto técnico arqueológico 
respectivo puede indicar que no es necesario adelantar un Programa de Arqueología Preventiva en tanto no 
hay sitios arqueológicos previamente reportados en el área objeto de licenciamiento o el área es considerada 
de bajo potencial arqueológico, entre otras razones de índole técnico. 
 
VI) Régimen sancionatorio 
  
Se presenta la problemática respecto de los requerimientos de tenencia de bienes arqueológicos que, las 
personas naturales o jurídicas, que desarrollan proyectos, obras o actividades, no realizan los trámites de 
registro y tenencia y los bienes quedan en una situación de tenencia irregular o retención indebida.  
 
Hay casos en los que los bienes arqueológicos se encuentran en manos o en cabeza de estas personas, 
producto del hallazgo fortuito en el marco de actividades cotidianas o en el marco de proyectos, obras o 
actividades que no requieren licenciamiento ambiental y, por lo tanto, no deben implementar un Programa de 
Arqueología Preventiva - PAP y los materiales arqueológicos quedan en tenencia de personas que no 
cumplen con los requisitos para que se realicen los trámites de registro y tenencia o con los requerimientos 
para que se permita el acceso a los bienes a los investigadores y/o arqueólogos interesados en realizar o 
estudios científicos o para presentar informes finales de autorizaciones de intervenciones arqueológicas. 
 
Casos como estos y los contemplados en los artículos 6 (inc. 5) y 15 (núm. 1, inc. 2 y núm. 6) de la Ley 397 
de 1997 ameritan contemplarse en la propuesta de decreto con el fin de precisar y enlistar las situaciones en 
las cuales el Instituto cuenta con facultades de decomiso, de tal manera que pueda ejercer tales competencias 
y regularlas vía lineamientos internos.   
 
En ese orden de ideas, vale la pena dejar en la propuesta reglamentaria una disposición normativa que le 
permita al ICANH fijar en sus lineamientos internos la potestad de regular el procedimiento interno de registro 
y tenencia de bienes arqueológicos incluyendo la facultad de decomisar los bienes ante el incumplimiento de 
los requerimientos de trámite de la tenencia. 
 
VII) Términos de respuesta de los trámites de los Programas de Arqueología Preventiva 
 
Durante el desarrollo de los Programas de Arqueología Preventiva, el ICANH debe revisar y evaluar 
documentos y solicitudes asociadas a las cinco fases que lo componen. De esta manera, un solo Programa 
de Arqueología Preventiva conlleva la presentación por parte del titular de, como mínimo, los siguientes 
documentos: Formulario de registro, documento de diagnóstico arqueológico, Plan de Manejo Arqueológico, 
informes de avance, informe final. Adicionalmente, pueden surgir cambios mayores o menores al programa, 
que requiere la evaluación de la documentación pertinente según el caso. 
 
Además de lo anterior, la implementación de un Programa de Arqueología Preventiva, implica varios 
momentos de interacción (solicitud de registro y solicitud de ajustes; presentación del diagnóstico 
arqueológico y su evaluación; formulación del plan de manejo arqueológico, su evaluación e implementación 
del plan manejo arqueológico, más todos los cambios mayores y menores que implique el trámite; evaluación 
y aprobación de informes parciales y finales), donde la documentación técnica debe ser revisada con la 
rigurosidad necesaria para garantizar que se cumpla con el objetivo de los Programas de Arqueología 
Preventiva, en relación a la protección y gestión del patrimonio arqueológico. 
 
Se resalta que la mayoría de estos documentos contienen un gran volumen de información como resultados 
de las intervenciones arqueológicas que se realizan en el marco del Programa de Arqueología Preventiva, a 
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saber: análisis de información secundaria, descripción de los muestreos, excavaciones y demás actividades 
arqueológicas realizadas en campo, descripción de los materiales recolectados durante las actividades 
arqueológicas, análisis de la información recabada en campo y laboratorio, formulación de medidas de 
manejo, información sobre la planeación y ejecución de actividades de arqueológica pública, entre otros, que 
suponen para los evaluadores del grupo de arqueología del ICANH, la inversión de una considerable cantidad 
de tiempo en la revisión de cada uno de los ítems mencionados. 
 
Adicionalmente, de conformidad con lo previsto en los Términos de Referencia de los Programas de 
Arqueología Preventiva adoptados por el ICANH mediante resolución 1337 de 2021, el formulario de registro, 
Plan de Manejo Arqueológico, informes de avance, informes de cierres, informes finales, los cambios mayores 
y algunos cambios menores, deben presentar como anexo para su evaluación, el modelo de datos para 
arqueología del ICANH, el cual está compuesto por un grupo de capas geográficas que contienen la 
información asociada a la implementación del Programa de Arqueología Preventiva.  
 
La revisión del modelo de datos para arqueología en cada uno de los trámites presentados al ICANH, implica 
una gran inversión de tiempo en la verificación de la información asociada a los polígonos registrados (general 
y específicos), la capa de actividades arqueológicas, la capa de potencial arqueológico y las diferentes capas 
de documentación que generalmente resultan muy nutridas, ya que en ellas se debe relacionar la información 
de cada bien arqueológico hallado durante cada una de las actividades arqueológicas realizadas. 
 
La evaluación de la información del modelo de datos para arqueología requiere la verificación de los atributos 
de cada capa de información, de los metadatos asociados a esta información, así como contrastar lo 
consignado en el modelo de datos para arqueología con la información consignada en los documentos 
presentados (formulario de registro, Plan de Manejo Arqueológico, informes o solicitudes cambio). 
 
Lo anterior, demuestra la complejidad asociada a la evaluación de los trámites, por lo cual, el tiempo asignado 
para resolver las solicitudes resulta insuficiente. Sumado a lo anterior, se resalta que el tiempo efectivo de 
evaluación no corresponde con los 15 días asignados al trámite, ya que el proceso de radicación, asignación, 
revisión de la respuesta en el grupo de arqueología, revisión en la oficina asesora jurídica, firma y notificación, 
descuentan los días efectivos de evaluación, lo que genera que un evaluador disponga de menos de 10 días 
hábiles para cumplir con todas la verificaciones arriba mencionadas para un solo trámite, lo cual resulta en 
una sobrecarga de trabajo, toda vez que un evaluador revisa varios trámites al tiempo. 
 
De acuerdo con el oficio con radicado ICANH 2024162000006921, los datos y cifras con que cuenta la 
Subdirección de Gestión del Patrimonio del ICANH6 expuestos previamente en este documento, los trámites 
de los Programas de Arqueología Preventiva son exigentes y demandan gran cantidad de recursos 
administrativos, humanos y financieros por cuanto:  
 
(i) los titulares de los proyectos, obras y/o actividades, son entidades públicas, empresas privadas, 
consorcios, multinacionales, entre otros, de los sectores de hidrocarburos, minería, energía, marítimo y 
portuario, aeropuertos, obras públicas de la red vial terrestre, fluvial, férreas, rellenos sanitarios, cuya 
importancia nacional requiere del Instituto considerables esfuerzos y revisiones de los documentos técnicos, 
informes, etc. Estos proyectos ocupan magnitudes geográficas amplias y en muchos casos reportan enormes 
cantidades de información de carácter arqueológico que debe ser valorada por el área técnica del Instituto, 
situación que demanda tiempo. 
 

 
6 Ibidem 
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(ii) En consonancia con lo anterior, el Instituto evalúa documentos técnicos (solicitudes de registro, 
diagnósticos arqueológicos, planes de manejo arqueológico, tenencias de bienes, informes de avance, 
informes finales, etc.) proyecta, revisa y expide actos administrativos que requieren la participación de 
distintas áreas y dependencias como el Laboratorio, Grupo de Arqueología, Grupo de Patrimonio, Oficina 
Asesora Jurídica, entre otros, situación que implica la articulación de cadenas o procesos de trabajo y tiempos 
de producción de cada área en la proyección, revisión y expedición de documentos técnicos (Registros de 
Programas de Arqueología Preventiva, Aprobación e Implementación de Planes de Manejo Arqueológico, 
Registro y Tenencia de bienes arqueológicos, Registro Nacional de Arqueólogos).  
 
(iii) El Instituto se ve en la necesidad de prorrogar la mayoría de los trámites del Programa de Arqueología 
Preventiva, de conformidad con lo establecido en el parágrafo del artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, por 
cuanto quince días hábiles son insuficientes para evaluar los documentos técnicos (solicitudes de registro, 
diagnósticos arqueológicos, planes de manejo arqueológico, tenencias de bienes, informes de avance, 
informes finales, etc.) y proyectar, revisar, expedir y notificar los actos administrativos correspondientes.  
 
(iv) El término máximo de respuesta establecido en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, es de 30 días, el 
cual aplica para consultas. Teniendo en cuenta que los actos administrativos que resuelven consultas no son 
vinculantes, el Instituto no puede considerar los trámites del PAP como consultas en estricto sentido, no 
obstante, teniendo en cuenta que la Ley contempla dicho término máximo para dar respuesta a las peticiones 
en general, se requiere para dar cumplimiento a los objetivos frente al patrimonio arqueológico utilizar el 
término máximo, pero sin confundirlo con una consulta. 
 
v) Las bases del Plan Nacional de Desarrollo así como el texto mismo de la Ley 2294 de 19 de mayo de 2023, 
establecen como instrumento de control y vigilancia  “ampliar y modernizar los procesos de licenciamiento 
ambiental y sus instrumentos de evaluación, seguimiento y control para incluir nuevas actividades de los 
sectores agropecuario, hidrocarburos, minero, turismo, manufacturero, infraestructura y de comunicaciones” 
en el mismo sentido, se establece que, se “evaluará el proceso de licenciamiento ambiental y sus 
instrumentos técnicos para ampliar y fortalecer la participación de las comunidades en las decisiones 
ambientales”. 
 
Lo anterior es un factor relevante para ampliar los términos de respuesta a los diferentes trámites que 
anualmente se atienden, teniendo en cuenta la obligación y función de la entidad de evaluar las solicitudes 
de aprobación de todas aquellas autorizaciones de intervención al patrimonio arqueológico de la Nación 
expedidas por esta entidad como máxima autoridad en esta materia, en cumplimiento de la obligatoriedad 
vigente para aquellos proyectos que requieren licenciamiento ambiental o planes de manejo ambiental, en 
concordancia con el artículo 2.2.2.3.2.1 del Decreto 1076 de 2015 Único Reglamentario del Sector Ambiente 
y Desarrollo Sostenible. 
 
Al contemplarse en las bases del Plan Nacional de Desarrollo la inclusión nuevas actividades del sector 
minero y de hidrocarburos, incluyendo además la posibilidad de que las comunidades tengan un acceso más 
amplio a los procedimientos de licenciamiento ambiental, el Instituto podría robustecer los mecanismos 
internos para poder atender la demanda de dichos proyectos que se deben evaluar y para ello se requeriría 
contar con una ventana temporal amplia, que le permita atender dichos requerimientos de la manera más 
idónea e integral, pues los quince (15) días con los que actualmente cuenta, no son suficientes para atender 
el volumen de los trámites técnicos y la envergadura nacional que estos proyectos tienen y realizar la 
evaluación técnica necesaria para evitar una probable afectación negativa del patrimonio cultural de la 
Nación.  
 
VIII) Parques arqueológicos 
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En la actualidad el ICANH tiene bajo su administración y custodia seis parques arqueológicos: San Agustín 
(San Agustín, Huila), Alto de los Ídolos y Alto de las Piedras (Isnos, Huila), Tierradentro (Inzá, Cauca), 
Teyuna-Ciudad Perdida (Santa Marta, Magdalena) y Santa María de La Antigua del Darién (Unguía, Chocó), 
que se constituyen como reservas para la protección, conservación e investigación de bienes arqueológicos, 
así como importantes espacios para la divulgación del patrimonio cultural de la nación, y, en el caso de los 
parques San Agustín, Alto de los Ídolos y Alto de las Piedras, y Tierradentro, de reconocimiento como 
Patrimonio de la Humanidad por la Unesco. Por tal motivo se hace necesario modificar el Decreto 1080 de 
2015, con el fin de regular y administrar, de manera amplia y suficiente todos los contextos y bienes 
pertenecientes al patrimonio arqueológico de la Nación que allí se puedan encontrar. 
 
Bajo ese escenario, es preciso indicar que, actualmente la figura de Área Arqueológica Protegida se 
encuentra ampliamente definida en las disposiciones vigentes sobre la materia. Mientras que, la figura de 
“Parque Arqueológico” carece de definición desde el punto de vista normativo. No obstante, la literatura 
especializada menciona que el Parque Arqueológico “se constituye en un área ecológica de especial 
relevancia para la academia, así como para la recreación pasiva; su eje articulador lo configuran sus relictos 
ancestrales que le otorgan un gran valor arqueológico para la Nación. Así mismo, representa un área de gran 
riqueza ecosistémica, con impactos significativos ocasionados por la intervención antrópica, donde confluyen 
especies características de esa área geográfica particular”7 
 
A pesar de que no existe una definición en el ordenamiento jurídico para los parques arqueológicos, sí existe 
un deber consignado en el artículo 4 del Decreto 021 de 2022 que le confiere al ICANH la custodia de los 
parques que se hallan bajo su administración, así: “(…) 23. Dirigir la conservación y el mantenimiento de los 
parques arqueológicos cuya custodia le sea encargada, como espacios depositarios de bienes de interés 
cultural. (…)”. Razón por la cual es necesario generar el marco jurídico necesario con el fin de que la 
conservación y mantenimiento de estos espacios se encuentre cobijado por un marco normativo adecuado 
desde la Constitución Política, la ley y su reglamentación.  
 
El ICANH evidencia la necesidad de regulación amplia y específica de los parques arqueológicos, teniendo 
en cuenta que, a partir de la legislación se entienden como una muestra representativa de un Área 
Arqueológica Protegida que es una figura de ordenamiento territorial. Las dos comparten componentes de 
representatividad, excepcionalidad e integridad, que las han distinguido del resto del Patrimonio Arqueológico 
de la Nación y cuentan con un marco legislativo que regula, aún más, la protección especial sobre estas 
Áreas. No obstante, a los parques arqueológicos se les suman características especiales como la gestión y 
el potencial de turismo cultural, el uso social del patrimonio, el potencial divulgativo y museológico y el recurso 
cultural que representan, siendo factores determinantes para su reconocimiento en diferentes oportunidades 
dentro de la legislación colombiana, pero aún más relevante, dos (2) de ellas han sido inscritas en la Lista del 
Patrimonio Mundial de la UNESCO (San Agustín y Tierradentro). La Corte Constitucional ha señalado el 
modo en que “La fragilidad de ese escenario requiere de medidas especiales que prevengan la intervención 
y el uso irresponsable de todos los componentes del parque”. (Sentencia T 396-14). 
 
En este sentido, la propuesta regulatoria, actualiza la normativa relacionada con el patrimonio arqueológico 
salvo lo relacionado con el patrimonio cultural sumergido, como se señaló anteriormente; generando unas 
disposiciones claras y participativas que permitan el desarrollo de la actividad administrativa, y 
corresponsabilidad de las entidades territoriales y particulares en el marco de la aplicación del régimen 
especial de protección.  

 
7 Díaz Santamaría, W. R. (2018). Análisis del paisaje en el parque arqueológico “Las piedras del tunjo”, mediante la 

caracterización vegetal arbórea. [Landscape Analysis in the Archaeological Park “Las Piedras del Tunjo” through the Tree-like 
Plant Characterization] Ambiente y Desarrollo, 22(42), 1-12. doi:https://doi.org/10.11144/Javeriana.ayd22-42.appa 
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Actuaciones adelantadas en el marco de la modificación normativa. 
 

Que a partir del segundo semestre del año 2023, los grupos internos del ICANH empezaron a trabajar de 
manera mancomunada en la construcción de una propuesta de iniciativa reglamentaria cuyo objetivo consiste 
en fortalecer las herramientas consignadas en el Decreto 1080 de 2015, modificado por el Decreto 138 de 
2019, para lograr un mayor grado de efectividad en el cumplimiento de los fines misionales de la entidad, en 
relación con la protección y salvaguarda del Patrimonio Arqueológico de la Nación.  A finales del año 2023, 
una vez se revisó internamente la propuesta modificatoria, se dio inicio la participación de los actores de 
gobierno que tienen injerencia en la norma, para comentarios y observaciones del documento, empezando 
por la cabeza del sector cultura, el Ministerio de las Culturas, las Artes y los Saberes, y posteriormente con el 
Departamento Administrativo de Función pública, Ministerio de Minas y energía, Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Ministerio de Transporte. 

 
Una vez se contó con la aprobación y visto bueno por parte de las entidades en mención, se realizaron los 
ajustes necesarios a conforme a las observaciones realizadas a la propuesta normativa y se elaboró una 
matriz con cada una de ellas, dando respuesta oportuna a los actores del gobierno involucrados, citándolos 
con el fin de socializar la versión final de la modificación del decreto, su memoria justificativa y demás 
documentos anexos, para poder continuar con la respectiva publicación del proyecto modificatorio en la 
Página Web del ICANH, esperando comentarios de la ciudadanía, a los cuales se brinda respuesta, realizando 
los ajustes pertinentes y respondiendo a cada una de las observaciones, para luego, poder proceder con los 
demás requerimientos necesarios para la expedición de la norma modificatoria. 
 

2. ÁMBITO DE APLICACIÓN Y SUJETOS A QUIENES VA DIRIGIDO 
 (Por favor indique el ámbito de aplicación o sujetos obligados de la norma) 

Teniendo en cuenta que todo el territorio nacional tiene la potencialidad de albergar vestigios o bienes 
arqueológicos, la regulación aplica en todo el país y respecto de las siguientes personas o sujetos: 
 

● Los ciudadanos, quienes tienen el deber de proteger los recursos culturales del país (artículo. 95, 
numeral 8 de la Constitución Política). 

 
● Las personas naturales y jurídicas, públicas y privadas, que según la Ley 397 de 1997 están en la 

obligación de implementar Programas de Arqueología Preventiva. 
 

● Las entidades territoriales, quienes tienen un deber de corresponsabilidad sobre la protección del 
patrimonio arqueológico situado en sus circunscripciones. 

 
● Los profesionales interesados en intervenir el patrimonio arqueológico. 

  

3. VIABILIDAD JURÍDICA 

(Por favor desarrolle cada uno de los siguientes puntos) 
 

3.1 Análisis de las normas que otorgan la competencia para la expedición del proyecto normativo 
 

● Ley 397 de 1997 
 

En desarrollo de las facultades conferidas al ICANH por medio de la Ley 397 de 1997, “Por la cual se 
desarrollan los artículos 70, 71 y 72 y demás artículos concordantes de la Constitución Política y se dictan 
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normas sobre patrimonio cultural, fomentos y estímulos a la cultura, se crea el Ministerio de la Cultura y 
se trasladan algunas dependencias” , respecto del manejo del patrimonio arqueológico de la Nación, se 
realizarán modificaciones a la Parte VI del Libro 2 del Decreto 1080 de 2015, Único Reglamentario del 
Sector Cultura. 

El artículo 4 de la Ley 397 de 1997 modificado por el artículo 10 de la Ley 1185 de 2008, establece que 
“(...) los bienes que conforman el patrimonio arqueológico pertenecen a la Nación y se rigen por las 
normas especiales sobre la materia”, así como también que “(...) se consideran como bienes de interés 
cultural del ámbito nacional los bienes del patrimonio arqueológico”. 

El artículo 6 de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 3 de la Ley 1185 de 2008 establece que 
“(...) El Instituto Colombiano de Antropología e Historia, ICANH, podrá autorizar a las personas naturales 
o jurídicas para ejercer la tenencia de los bienes del patrimonio arqueológico, siempre que estas cumplan 
con las obligaciones de registro, manejo y seguridad de dichos bienes que determine el Instituto. 

(…) El ICANH es la institución competente en el territorio nacional respecto del manejo del patrimonio 
arqueológico". 

El numeral 2 del artículo 11 de la Ley 397 de 1997, modificado por la Ley 1185 de 2008, establece que 
“(...) la intervención de un bien de interés cultural del ámbito nacional deberá contar con la autorización 
del Ministerio de Cultura o el Archivo General de la Nación, según el caso. Para el patrimonio 
arqueológico, esta autorización compete al Instituto Colombiano de Antropología e Historia de 
conformidad con el Plan de Manejo Arqueológico. (…)” 

El Instituto Colombiano de Antropología e Historia ICANH tiene por objeto aportar al desarrollo de 
lineamientos de política pública, a través de la investigación, generación y divulgación del conocimiento 
técnico y científico en los campos de antropología, arqueología e historia, siendo la máxima autoridad en 
materia de patrimonio arqueológico de la Nación. 
 
De conformidad con lo establecido en el numeral 2 del Artículo 11 de la Ley 397 de 1997, toda 
intervención del patrimonio arqueológico de la Nación debe ser autorizada por el ICANH, de conformidad 
con el Plan de Manejo Arqueológico. 

 
3.2 Vigencia de la ley o norma reglamentada o desarrollada 
 

El decreto 1080 de 2015, fue modificado por el Decreto 138 de 2019, el cual modificó en su totalidad la 
parte VI “patrimonio arqueológico” del Decreto 1080 de 2015, entrando en vigencia a partir del 06 de 
febrero de 2019, estando vigente a la fecha sin sufrir alguna otra modificación. 

 

3.3. Disposiciones derogadas, subrogadas, modificadas, adicionadas o sustituidas  
 

● Parte VI “Patrimonio arqueológico” del Libro 2 del Decreto Único Reglamentario del Sector Cultura 
1080 de 2015. 
 

3.4 Revisión y análisis de la jurisprudencia que tenga impacto o sea relevante para la expedición del proyecto 
normativo (órganos de cierre de cada jurisdicción) 

 
  No aplica. 
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3.5 Circunstancias jurídicas adicionales  
 
  No aplica 

 

 
4. IMPACTO ECONÓMICO (Si se requiere) 

 

La presente modificación del Decreto 1080 de 2015 modificado por el Decreto 138 de 2019, no implica ningún 
impacto económico en su implementación. 
 

 
5. VIABILIDAD O DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL (Si se requiere) 

(Por favor indique si cuenta con los recursos presupuestales disponibles para la implementación del proyecto normativo)  

Para la vigencia 2023, el grupo de Arqueología encargado de la realización de los trámites y servicios 
asociados al PAP y AIA contó con una asignación de $2.640.089.532 por el presupuesto de inversión y la 
asignación de 5 funcionarios de planta los cuales forman parte del presupuesto de nómina de la Entidad. 
Para la vigencia 2024 se tiene programado un presupuesto similar de aproximadamente $2.300.000.000 para 
un equipo base de respuesta a las necesidades, para este equipo se estima incrementar 2 personas para 
compensar el crecimiento de los trámites o la reducción de los tiempos de respuesta. A su vez, y con el 
rediseño institucional se estima una ampliación en la planta de personal, razón por la cual en este momento 
se ve una relación negativa entre el presupuesto de 2023 y 2024. 
 

6.  IMPACTO MEDIOAMBIENTAL O SOBRE EL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN (Si se 
requiere) 
(Por favor indique el proyecto normativo tiene impacto sobre el medio ambiente o el Patrimonio cultural de la Nación)  

 
El proyecto normativo tiene impacto sobre el patrimonio arqueológico de la Nación, en tanto se está 
modificando la reglamentación relativa al registro y tenencia de los bienes, la declaratoria de Áreas 
Arqueológicas Protegidas, el trámite del Programa de Arqueología Preventiva, la coordinación entre el ICANH 
y las entidades territoriales. 
 
Se pretende mejorar la respuesta por parte de las entidades territoriales para la atención de hallazgos fortuitos 
de bienes arqueológicos y para la implementación de medidas de manejo para la atención de sitios 
arqueológicos previamente reportados o registrados ante el ICANH. 
 

7. ESTUDIOS TÉCNICOS QUE SUSTENTEN EL PROYECTO NORMATIVO (Si cuenta con ellos)  

 

 

 

 

 

 

ANEXOS:  

Certificación de cumplimiento de requisitos de consulta, publicidad y de 
incorporación en la agenda regulatoria  
(Firmada por el servidor público competente –entidad originadora) 

X 
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Concepto(s) de Ministerio de Comercio, Industria y Turismo 
(Cuando se trate de un proyecto de reglamento técnico o de procedimientos de 
evaluación de conformidad) 

N/A 

Informe de observaciones y respuestas  
(Análisis del informe con la evaluación de las observaciones de los ciudadanos y 
grupos de interés sobre el proyecto normativo) 

(Marque con una x) 

Concepto de Abogacía de la Competencia de la Superintendencia de 
Industria y Comercio 
(Cuando los proyectos normativos tengan incidencia en la libre competencia de los 
mercados) 

N/A 

Concepto de aprobación nuevos trámites del Departamento Administrativo 
de la Función Pública 
(Cuando el proyecto normativo adopte o modifique un trámite) 

X 

Otro  
(Cualquier otro aspecto que la entidad originadora de la norma considere relevante 
o de importancia) 

(Marque con una x) 

 
Aprobó: 

 

 

Oscar Javier Fonseca Gómez 

Jefe Oficina Asesora Jurídica  

Ministerio de las Culturas, las Artes y los Saberes 

 

 

 

 

Alhena Caicedo Fernández 

Directora General  

Instituto Colombiano de Antropologia e Historia 

 

 

 

 

Alix Lesmes Olarte 

Jefa de la Oficina Asesora Jurídica del ICANH  

 

 


